
RESIDENCIAS DE 
REGLAMENTO 

Es preciso reconocer que, en la Comu-
nidad Autónoma del País Vasco se ha 
mantenido una actitud poco rigurosa a la 
hora de exigir la existencia de normas que 
definieran el contenido de los derechos y 
de las obligaciones de los usuarios de ins-
tituciones residenciales y establecieran 
las pautas que deben regir la actuación de 
los profesionales. Esta actitud, salvando 
las excepciones, ha estado muy generali-
zada, observándose tanto en las adminis-
traciones competentes para regular, como 
en las responsables de la prestación de 
los servicios, e incluso en el seno de los 
propios servicios. 

El resultado ha sido, al margen de un 
desarrollo muy desigual, no ya sólo entre 
Territorios Históricos, sino también entre 
servicios de la misma naturaleza, una ten-
dencia a basar la organización y el funcio-
namiento en formas de hacer consolida-
das, y a veces sobre la base del Estatuto 
Básico de los Centros de la Tercera Edad 
del, ahora, Imserso. Sin duda este texto 
ofrece un marco referencial, pero su tenor 
es excesivamente vago, probablemente 
adaptándose a la diversidad material y ge-
ográfica de su ámbito de aplicación, y no 
aporta criterios normativos que permitan 
la resolución de los conflictos de intereses 
que, indudablemente, deben de plantear-
se en un medio residencial. Por su parte, 
el Decreto Autonómico de 1990 por el que 
se regulaban los servicios residenciales 
para la Tercera Edad, pecó de ambicioso y 
nunca fue objeto de aplicación efectiva. La 
reciente aprobación de un nuevo Decreto 
por el que se establecen las características 
materiales, personales y funcionales exi- 

gibles a los centros de este tipo debería 
aportar una progresiva solución al proble-
ma. 

En la actualidad, son muchos los esta-
blecimientos que carecen de Reglamento 
de Régimen interior, lo que implica la ine-
xistencia de una definición precisa de los 
derechos y obligaciones de los usuarios, y 
el consiguiente riesgo de que, en la prácti-
ca, su formulación quede al albur de la li-
bre interpretación del personal y/o de los 
propios usuarios. 

Se diría que no existe todavía una con-
ciencia clara sobre la necesidad del esta-
blecimiento de normas, debido quizá a 
que, en nuestro entorno cultural, se tiende 
a asociar, equivocadamente, la ausencia 
de reglas con un mayor grado de libertad 
de cara al ejercicio de los derechos indivi-
duales, cuando lo cierto es que, el vacío 
normativo, coincide, cuando menos en 
muchas instituciones, con una extremada 
rigidez en determinadas rutinas. 

Quizá el hecho de que las metas y ob-
jetivos asumidos implícita o explícitamen-
te por las instituciones del bienestar, e in-
dividualmente por la mayoría de las 
personas que las integran —contribuir a 
mejorar la calidad de vida de los usuarios 
mediante la atención de sus necesidades 
personales— hace aparentemente innece-
saria, o menos necesaria, en todo caso, en 
instituciones cuyos fines son otros, la im-
plantación de normas como garantía de 
derechos, ya que, en el límite, en aquéllas 
que tienen como objetivo castigar, la inex-
cusabilidad del reglamento no se le esca-
pa a nadie. 
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Por otra parte, la analogía, frecuente-
mente utilizada y deseable en términos 
generales, entre la situación de la persona 
anciana en una residencia y la vida en el 
medio familiar, no resulta de u t i l i dad  
siempre, en concreto, a la hora de esta-
blecer y controlar el necesario equilibrio 
entre seguridad y libertad, ya que las prác-
ticas habituales que implican, sea la asun-
ción de riesgos, o la restricción de liberta-
des, inc luso  con fines de protección, 
adquieren otra naturaleza en el medio ins-
titucional. 

La carencia de reglamento de régimen 
interior, es decir, de marco normativo que 
regule, expresamente y por escrito, y con 
atención a las peculiaridades de cada insti-
tución, su organización, su funcionamiento, 
los derechos y obligaciones de los usuarios 
y de los profesionales, y los procedimien-
tos y órganos de decisión, participación y 
reclamación destinados a garantizar el ejer-
cicio de los derechos y el cumplimiento de 
las obligaciones, tiene importantes conse-
cuencias en la vida residencial. 

Modela las pautas relaciónales que, en 
defecto de regla, tienden, de forma natu-
ral, a ajustarse a la percepción que de la 
institución tienen los residentes y los pro-
fesionales, y al equilibrio de poderes que, 
en tal contexto, se crea. 

En efecto, no conviene perder de vista 
por un lado que, ningún establecimiento 
residencial, ni tan siquiera el más "abier-
to", o aparentemente mejor integrado en 
la comunidad, está libre de esa inercia la-
tente, que tiende hacia la consolidación de 
un ordenamiento social propio y caracte-
rístico de las instituciones que Goffman 
definiera como totales. Como se ha dicho, 
la ausencia de una carta de derechos y de 
obligaciones, favorece la arbitrariedad, in-
duce el establecimiento de normas implí-
citas, dificulta la definitiva superación de 
concepciones ligadas al pasado institucio-
nal y favorece que, en numerosos casos, 
los residentes tiendan a interpretar muy 
restrictivamente la sólo teórica libertad 
que implica la ausencia de reglas. 

Tampoco conviene pasar por alto que, 
los usuarios de los servicios residenciales 
para personas ancianas tienden a ser acrí-
ticos y a dar por bueno lo que se les ofre-
ce. Tal conformismo que, obviamente, tie-
ne excepciones, puede obedecer, entre 
otras, a las siguientes razones: 

• Las condiciones de vida anteriores al 
ingreso en la residencia, extremada-
mente duras en muchos casos, y, al 

margen de lo material, el contexto 
social y político en el que se desarro-
lló su existencia, han sido más propi-
cios para la sumisión que para esti-
mular el sentido crítico. 

• El hecho de que el ingreso en una 
institución residencial se perciba, en 
gran medida todavía, como un sínto-
ma del fracaso personal y social, 
hace que los usuarios intenten pre-
servar su autoestima dando por bue-
na su situación. 

• La falta de expectativas propia de la 
vejez puede moderar el nivel de exi-
gencia, favorecer las actitudes con-
formistas e i n c l u s o  generar des-
confianza en r e l a c i ó n  a posibles 
transformaciones de la vida institu-
cional. Es ilustrativo, en cualquier 
caso, que los trabajadores de las ins-
tituciones residenciales valoren más 
la potencial capacidad de influencia 
de los residentes de cara a posibles 
transformaciones, que estos últimos. 

• Finalmente, no es inusual que los re-
sidentes tiendan a considerar la pla-
za residencial como un don o una 
gracia más que como algo a lo que 
se tiene derecho como ciudadano, 
habida cuenta de que, en muchos ca-
sos, son conscientes de que no pa-
gan el coste real y de que existe un 
exceso de demanda. 

Lo cierto es que este cúmulo de facto-
res determinan que las pautas de conduc-
ta de muchos residentes sean más restrin-
g i d a s  de lo que sería deseable, y la 
ausencia de referencias normativas sufi-
cientemente claras no hace sino reforzar 
esta actitud. Sólo algunos usuarios, los de 
más personalidad, los más audaces, los 
que se sienten libres de ciertos condicio-
namientos, hacen uso de su libertad, sa-
tisfaciendo deseos y necesidades, com-
partidas con otras personas que no osan 
hacerlo, lo que da pie a que se produzcan 
situaciones de clara discriminación. Es así 
como en una residencia se puede encon-
trar una persona que dispone de TV en la 
habitación mientras una vecina no se atre-
ve a hacer lo propio porque no sabe si es-
tará permitido. 

De las charlas mantenidas con resi-
dentes de varias instituciones cabe dedu-
cir que, si bien prácticamente todos ellos 
saben reconocer la enorme distancia que 
separa a su residencia de las antiguas ins-
tituciones asilares, muchos de ellos se re-
fieren al régimen de vida en términos que 
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recuerdan un pasado que, equivocada-
mente, suele darse por completamente 
superado. En efecto, son varios los resi-
dentes que cuando se les pregunta sobre 
la forma de vida en la residencia, respon-
den cosas como: "en estos sitios ya se 
sabe, hay que obedecer...", y recuerdo la 
respuesta de una residente, que se mos-
traba muy satisfecha con la vida que lleva 
en la institución, sin que por ello tuviera 
empacho alguno en adoptar como refe-
rencia uno de los tres paradigmas de la 
institución total, junto con la cárcel y el 
manicomio, como es el cuartel, a la hora 
de reflejar su situación: "ya digo a mi fa-
milia cuando me preguntan cómo estoy", 
dice con humor, "soldadito soy de Espa-
ña, que estoy en el cuartel, contenta y or-
gullosa de haber entrado en él". 

La ausencia de determinados instru-
mentos útiles de cara a la definición del 
marco de relaciones en el seno de la insti-
tución, como podrían ser los manuales de 
buena práctica, no contribuye, ciertamen-
te, a clarificar las facultades del personal, 
ni a delimitar sus atribuciones. Por otra 
parte, dicha carencia debe interpretarse 
como la consecuencia de un neto desequi-
librio entre el poder de los usuarios y el de 
los profesionales del centro. En efecto, ha-
bida cuenta del actual vacío reglamenta-
rio, el desarrollo de la vida dentro de las 
instituciones sin que se produzcan conflic-
tos importantes, sólo es posible gracias a 
la ya aludida actitud sumisa de la generali-
dad de los residentes y porque, en última 
instancia, el personal se halla investido 
ante aquellos, de una autoridad de la que, 
ni siquiera se sospecha el riesgo de abuso, 
puesto que, el objetivo de quienes la ejer-
cen, es proteger a la persona anciana, in-
cluso más allá de lo que realmente precisa. 

La voluntad protectora de la institu-
ción puede, obviamente, anular, en todo o 
en parte, la libertad de los usuarios, su de-
recho a asumir riesgos, a decidir en los 
asuntos que les conciernen. En la resolu-
ción de conflictos, los profesionales se 
guían básicamente por un criterio que es-
timan correcto y legítimo: la necesidad de 
adoptar soluciones que garanticen la pro-
tección de las personas residentes y evi-
ten cualquier situación de riesgo de la que 
pudieran derivarse responsabilidades 
para la institución. Esta forma de actuar 
resulta, a veces, en una actitud sobrepro-
tectora que, de forma arbitraria, limita los 
derechos de los ancianos, independiente-
mente de su naturaleza y de si su ejercicio 
vulnera o no los derechos de otros resi-
dentes y profesionales. 

En las experiencias de evaluación nos 
hemos encontrado numerosos ejemplos 
ilustrativos de unas prácticas que deben 
revisarse, en interés, tanto de los ancia-
nos, como de los propios profesionales. 
Así, por ejemplo, en muchas instituciones 
se administra el dinero de algunos resi-
dentes. Bien es cierto que se trata, nor-
malmente, de pequeñas cantidades, sin 
que se cumplan las suficientes garantías 
ni para el usuario ni, sobre todo, para el 
personal que interviene en el servicio y, en 
algún caso, el celo en la función adminis-
tradora podría resultar excesivo o, al me-
nos, discutible. Suele ocurrir con las per-
sonas que tienen afición al juego o al 
alcohol y aun siendo comprensible el inte-
rés de los profesionales por preservar la 
salud de las personas encomendadas a su 
cuidado, así como la de sus bienes, y más 
lógico si cabe, el deseo de ahorrarse los 
problemas derivados de ciertas conduc-
tas, a veces se dan lamentables excesos. 

Es frecuente también que se les reten-
ga el DNI a los residentes para que no se 
les extravíe y, en un caso concreto, el di-
rector de una residencia retiraba el carnet a 
los residentes "confusos" en período elec-
toral con el fin de que "no se les manipula-
se". También es frecuente que se limite el 
acceso al exterior de algunas personas. 

Ciertamente, algunos residentes tienen 
limitada su capacidad de juicio y precisan 
que, de cara a la protección de su persona 
y de sus bienes, les sea limitada la capaci-
dad de obrar, pero tal cosa debe realizarse 
con todas las garantías, evitando, en con-
secuencia, el mínimo riesgo de arbitrarie-
dad, lo que equivale a decir que exige la 
declaración jurídica de incapacidad y la 
aplicación de la figura legal de la tutela o 
de la cúratela. La incapacitación, que tien-
de a ser equivocadamente considerada 
como una medida denigrante para la per-
sona a quien se aplica, como un procedi-
miento más complicado de lo que resulta 
en realidad, y que abre potencialmente las 
puertas al abuso, no tiene, sin embargo, 
otra finalidad que la de protección. Es el 
juez quien, con el asesoramiento necesa-
rio, debe establecer los límites a la capaci-
dad de obrar de la persona jurídicamente 
incapacitada, de manera que la institución 
residencial puede y debe restringir las li-
bertades individuales de los residentes 
únicamente por mandato judicial. 

Las medidas restrictivas que, de ma-
nera rutinaria, y en mayor o menor grado, 
se imponen en muchas residencias del 
País Vasco, aplicadas con la mejor volun- 
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tad —no quiero dejar de insistir en este 
punto— pero sin garantías, como también 
se ha dicho, dan pie a la arbitrariedad y 
fortalecen el carácter de discrecionalidad 
del poder con el que, a ojos de los resi-
dentes, están investidas las instituciones. 

Sería muy beneficioso, de cara al de-
sarrollo de la conciencia de los residentes 
sobre sus derechos, así como para evitar 
interpretaciones equivocadas acerca de la 
naturaleza de la institución residencial, 
que tuviesen el conocimiento y la seguri-
dad de que las restricciones en la libertad 
individual, en el caso de producirse, no 
obedecen a los designios de las personas 
que directamente las imponen, sino que 
éstas actúan siguiendo las indicaciones 
de la autoridad judicial. 

La situación de vacío normativo a la 
que, de manera aparentemente paradóji-
ca, se asocia la rigidez de determinadas 
rutinas, constituye una fuente de conflicto 
más que teórica en aquellos casos, muy 

raros en el momento presente, pero que 
deberían aumentar en el futuro, en los que 
los residentes no presentan una actitud 
sumisa, interpretan la ausencia de nor-
mas de manera no restrictiva, o presentan 
peculiares formas de comportamiento. 

Es deseable, por consiguiente, que los 
establecimientos que carecen de regla-
mento de régimen interno, inicien lo antes 
posible el proceso de elaboración. Sería 
recomendable que se diseñasen los pro-
gramas de información y toma de con-
ciencia que deben acompañar a la ela-
borac ión e implantac ión de d ichos 
reglamentos, con objeto de propiciar al 
máximo la participación de los residentes 
en el proceso. Dicho proceso debería im-
pulsar, previstos los medios y los procedi-
mientos adecuados, un programa de ani-
mación que contribuyese a la necesaria 
transformación de la vida relacional en el 
seno de las instituciones. 

RAMÓN SAIZARBITORIA 
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